
Capítulo IV
Situaciones conflictivas en materia del Registro
del Estado Civil y su solución de acuerdo
con los principios sectoriales

En el presente apartado, se destacan algunas situaciones controversiales, ello
en el entendido de que en la normativa que las rigen no se aprecia con senci-
llez y luminosidad una solución a dichos asuntos, que, sin embargo, a través
de los principios generales del Derecho y de los principios sectoriales del
Registro del Estado Civil, se pueden disipar en su aparente oscuridad por
medio de una respuesta ajustada al ordenamiento jurídico.

Para tal fin, se han seleccionado varios supuestos que fueron brotando de la
lectura de los instrumentos normativos, así como de la ponderación de 
la dinámica social, lo cual arrojó unos casos que demandaban soluciones con-
gruentes con el modelo de Registro del Estado Civil que se patrocina y donde
las respuestas no se encontraban explícitas en las reglas jurídicas de la Ley
Orgánica de Registro Civil, lo que invita, en consecuencia, a recurrir a los
principios como herramienta hermenéutica.

La intención de este apartado, se recuerda, es que el lector pueda apreciar con
nitidez cómo los principios, antes tratados en profundidad, pueden ser perfec-
tamente aplicables a la cotidianidad jurídica, corroborando su trascendencia
dentro del mundo normativo y, a su vez, subrayando el carácter obligatorio de
los mismos para los operadores jurídicos.

4.1. Modificación del nombre propio
en caso de reasignación de sexo

Los temas vinculados a la orientación sexual han adquirido especial repercu-
sión en la última década, de allí que incluso se identifiquen como un derecho
fundamental vinculado a la libertad. Sin embargo, aunque se han conseguido
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avances, todavía existen muchos prejuicios que han impedido que se legisle,
de alguna forma, sobre los institutos jurídicos asociados, como lo sería, entre
otros aspectos: el derecho a que se reconozcan efectos jurídicos a la unión de
parejas afectas al mismo sexo259, establecimiento de filiación conjunta –recu-
rriendo a inseminación artificial, vientres de alquiler o adopción260–, el derecho
a la adecuación de la identidad de personas con «incongruencia de género» 
o transexuales261, entre otros.

259 Obsérvese que no se hace referencia directa al matrimonio o a la unión estable de
hecho, figuras que, según el artículo 77 de la Constitución, están pensadas expresa-
mente para ser conformadas por un hombre y una mujer. Por ello, se piensa que lo más
ajustado, en términos constitucionales, sería una enmienda sobre el referido artículo o
regular por vía legislativa un instituto que sin identificarse nominalmente con el matri-
monio o la unión libre, norme toda la estructura que se requiere para el reconocimiento
de derechos en los ámbitos: familiar, sucesoral, patrimonial, etcétera, así como cree
una unión de pareja similar a las anteriores –en los aspectos medulares– aunque con
sus propias particularidades que se deduzcan de criterios objetivos y racionales. En
todo caso, a título anecdótico, la Sala Constitucional conoce actualmente de un recurso
de nulidad del artículo 44 del Código Civil que se refiere a que «El matrimonio no
puede contraerse sino entre un solo hombre y una sola mujer», http://www.tsj.gob.ve/
-/tsj-examinara-demanda-contra-norma-que-establece-matrimonio-solo-entre-un-
hombre-y-una-mujer, el cual tiene como evidente propósito lograr un matrimonio igua-
litario con independencia de la orientación sexual, más allá del hecho que el referido
artículo esta reproducido prácticamente en el artículo 77 de la Constitución, se deberá
esperar la decisión para saber qué criterio fijará la Sala Constitucional al respecto.
Vasta añadir que, sobre tal procedimiento, un sector de la sociedad civil presentó
escrito de oposición, vid. http://www.eluniversal.com/noticias/politica/accionan-ante-
tsj-contra-matrimonio-igualitario-cambio-identidad_375993.

260 Vid. TSJ/SC, sent. Nº 1187, de 15-12-16, sobre «las familias homoparentales», en par-
ticular el voto disidente. Cfr. VARELA CÁCERES, Edison Lucio: «La última sentencia
de la Sala Constitucional en materia de instituciones familiares: La familia homopa-
rental». En: Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 9. Caracas, 2017,
pp. 225 y ss.

261 Para el 2018 la Organización Mundial de la Salud definirá en la Clasificación Interna-
cional de Enfermedades la transexualidad como: «una incongruencia marcada y persis-
tente entre el género experimentado del individuo y el sexo asignado, que a menudo
conduce a un deseo de ‘transición’ para vivir y ser aceptado como una persona del
género experimentado a través del tratamiento hormonal, la cirugía u otras prestacio-
nes sanitarias para alinear el cuerpo, tanto como se desee y en la medida de lo posible.
El diagnóstico no puede asignarse antes del inicio de la pubertad. El comportamiento
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Justamente, el último punto indicado es el que se desea analizar a continua-
ción, ello por su relación con el Registro del Estado Civil y así poder ilustrar
cómo a través de los principios examinados previamente se puede arribar 
a una solución sobre la procedencia o no del cambio de nombre propio por
reasignación de «género». Ciertamente, se debe empezar por recordar que
actualmente existe un trámite administrativo para el cambio de nombre pro-
pio (artículo 146 de la Ley Orgánica de Registro Civil), el cual en su proyecto
inicial no estaba condicionado a una causal concreta por lo que podía incluir-
se la posibilidad de cambios motivados por distorsión con el «género»262. Sin
embargo, las variaciones posteriores del Proyecto de Ley terminaron con una
norma más restrictiva y con palpables fallas de técnica legislativa263. Por tan-
to, siendo completamente honesto la disposición actual de la Ley Orgánica de
Registro Civil no se refiere con propiedad al supuesto bajo examen.
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y las preferencias de género por sí solas no son una base para asignar el diagnóstico»,
vid. http://culturacolectiva.com/transexualidad-incongruencia-de-genero-oms/.

262 Vid. Informe para segunda discusión del proyecto de Ley Orgánica de Registro Civil,
Comisión Permanente de Política Interior, Justicia, Derechos Humanos y Garantías
Constitucionales de la Asamblea Nacional, del 06-07-09, p. 77, «Artículo 148.- Toda
persona mayor de edad podrá cambiar su nombre ante el registrador o registradora
civil una sola vez…»; Proyecto de Ley Orgánica de Registro Civil, Oficina Nacional
de Registro Civil del CNE, de octubre de 2007, p. 48, «Artículo 158.- Toda persona
natural podrá cambiar su nombre propio sola una vez ante el registrador civil…»; Pro-
yecto de Ley Orgánica de Registro Civil, Oficina Nacional de Registro Civil del CNE,
de agosto de 2007, p. 45, «Artículo 159.- La rectificación de las actas en vía adminis-
trativas procederá a petición de parte interesada, cuando haya omisiones o errores
materiales que no afecten el contenido de fondo del acta o cuando haya interés en
cambiar sus nombres…».

263 Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («El nombre civil…»), pp. 269 y 270, «no resuelve la
Ley de manera expresa el tema, por demás polémico, de las modificaciones de nom-
bre propio en caso de transexuales, se refiere en propiedad a la hipótesis de sujetos
con un determinado sexo –sin discusión– donde el prenombre no se corresponde con
el mismo. Sin embargo, de admitirse que el tratamiento de reasignación de género no
es contrario a Derecho y una vez establecidos los requisitos y aspectos relevantes que
deben condicionar tal proceso, se es de la opinión que lo más lógico sería adecuar la
identidad legal al nuevo aspecto exterior de la persona y ello ocurriría a través de un
cambio de nombre propio, en los términos del artículo en exégesis».
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Por otra parte, antes de cualquier análisis del asunto debe tenerse en mente
que se está haciendo referencia al derecho fundamental a la identidad, que
demanda en sintonía un respeto a la dignidad humana como principio infor-
mador de todo el ordenamiento jurídico. Ciertamente, como se ha indicado
en otra oportunidad264, el transexualismo representa una incongruencia en la
identidad que afecta la personalidad del sujeto afligido; ante dicha situación
psíquica se recurre a una modificación de los órganos sexuales externos y de
la apariencia física, con la evidente intención de adecuar el cuerpo a la iden-
tidad sexual-psicológica del individuo.

Tal procedimiento médico, hormonal y psicológico requiere además de un
tratamiento jurídico, es decir, la adecuación de los documentos identifica-
torios, para que estos últimos indiquen una información acorde al cambio
efectuado y así la identidad sexual que ahora posee mental y exteriormente
el sujeto, coincida con la expresada en los documentos y demás registros
legales265.

La anterior situación no tiene una respuesta satisfactoria, o al menos expresa,
en el Derecho patrio266. Si bien, la doctrina ha propuesto paliativos parciales,
buscando garantizar una adecuación del sexo y nombre propio en el acta de
nacimiento y como derivación en otros documentos de identidad, ello se ha
perseguido a través de diversas alternativas como verbi gratia: el procedimiento

264 VARELA CÁCERES: art. cit. («Derecho de Familia…»), pp. 92 y ss.
265 Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Candelaria: «Algunas sentencias que declaran el

cambio de sexo». En: Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas. 
N° 130. UCV. Caracas, 2007, pp. 54 y ss., quien aclara que estos casos sobrepasa un
cambio de nombre y afecta el disfrutar de una verdadera «identidad personal».

266 Distinto es el caso, por ejemplo, de España, que, a través de Ley 3/2007, de 15 de marzo,
reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas,
regula esta situación, concretamente reconoce la Exposición de motivos: «… Se trata de
una realidad social que requiere una respuesta del legislador, para que la inicial asigna-
ción registral del sexo y del nombre propio puedan ser modificadas, con la finalidad de
garantizar el libre desarrollo de la personalidad y la dignidad de las personas cuya iden-
tidad de género no se corresponde con el sexo con el que inicialmente fueron inscritas».
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de habeas data267, la rectificación del actas del estado civil268, también por
medio de una acción autónoma que se gestione según el procedimiento de rec-
tificación, entre otras. Las anteriores propuestas no se compadecen en totali-
dad con el tratamiento legal que debe tener este asunto, donde se reitera que
no solo está en juego el tema de la seguridad jurídica en el tráfico y la emisión
de documentos que en realidad identifiquen correctamente a las personas, sino
algo mayor como es la dignidad humana y el respeto a los derechos a la identi-
dad, desarrollo de la personalidad, intimidad e igualdad y no discriminación.

Por tanto, se demanda de una regulación especial que se pronuncie sobre los
derechos en conflicto, es decir, que autorice en qué supuestos puede proceder
las reasignaciones de género, supervise los protocolos médicos y regulen cua-
les serían los efectos jurídicos que se producirían sobre las relaciones familiares
ya constituidas, como: matrimonio, unión estable de hecho o filiación269.
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267 HENRÍQUEZ MAIONICA, Giancarlo: «El habeas data y el derecho de la persona con tras-
torno de identidad de género a obtener documentos relativos a su identidad biológica».
En: Revista de Derecho Constitucional. N° 8. Editorial Sherwood. Caracas, 2003, p. 73,
se pronuncian a favor del habeas data, como garantía que permita obtener la modifica-
ción del nombre y del sexo en los documentos de identidad para los transexuales. Tam-
bién, la profesora Tamara ADRIÁN, en el 2004 intentó un recurso de habeas data a los
fines de que se procediera a autorizar por dicha vía un cambio de sexo y nombre en el
supuesto de trasngénero, el cual fue admitido para su sustanciación, vid. TSJ/SC, sent.
Nº 10, del 01-03-16.

268 SÁNCHEZ NOGUERA, Abdón: Manual de procedimientos especiales. Ediciones Paredes.
Caracas, 2004, p. 466, parece acercarse a la posición que indica que el procedimiento
regulado en el artículo 769 del Código de Procedimiento Civil, sería subsumible las
pretensiones por cambios de sexo en el acta del Registro del Estado Civil.

269 DOMÍNGUEZ GUILLÉN: art. cit. («Aproximación al estudio…»), pp. 107, 109 y 114, al
examinar el asunto concluye: «El Derecho pudiera en tales casos excepcionales reco-
nocer solo a nivel formal el cambio de sexo y nombre correspondiente del transexual,
a los fines de adecuar sus dos facetas del derecho a la identidad»; sin embargo, aclara
que de efectuarse posteriormente a la adecuación formal una unión matrimonial tal
vínculo familiar «estaría viciado de nulidad absoluta en razón de no existir diversidad
de sexo»; igualmente aprecia que en atención a «los derechos de terceros y del orden
público, creemos que tal reconocimiento no debe concedérsele a personas con hijos».
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Por ahora, la realidad del asunto es que actualmente no existen esas reglas
que se requieren para solventar adecuadamente el problema social, corres-
ponde entonces a los operadores jurídicos el echar mano a los principios
generales del Derecho y a los sectoriales en materia de Registro del Estado
Civil y así diseñar un mecanismo que al menos en materia de identidad
resuelva el problema y reivindique los derechos humanos antes enunciados
como plenamente vigentes.

Entonces, partiendo de que la Administración debe tener como vértice de sus
actuaciones el servir eficientemente a los administrados, ya que es concep-
tualizada como una administración de servicio y que el transexualismo no
está prohibido, sino únicamente existe un vacío en su regulación concreta a
través de reglas jurídicas expresas, correspondería al funcionario del Registro
Civil –tomando en cuenta que el Consejo Nacional Electoral como «órgano
rector» también ha sido negligente en este asunto– resolver a través de un
pronunciamiento de fondo la solicitud de cambio de nombre propio y de sexo
en el acta de nacimiento y en las demás actas relacionadas.

Para ello, por lógica, deberá tramitarse el asunto aplicando el procedimiento
más afín con la especialidad y este corresponde al diseñado para la modifica-
ción de nombre propio en los supuestos del artículo 146 de la Ley Orgánica
de Registro Civil, es decir, a través del trámite ordinario de rectificación de
actas por errores materiales en sede administrativa contenido en la Ley Orgá-
nica de Registro Civil (artículos 147 y ss.)270. Obviamente hay que aclarar que
no se está al frente de un caso de rectificación, pues el motivo de este trámite no

270 En el caso español, comentaban ARRIBAS ATIENZA y CARCELLER FABREGAT: ob. cit.
(Curso práctico…), p. 83, que en atención a la doctrina de la Dirección General de los
Registros y del Notariado el «cambio de sexo como consecuencia de una intervención
quirúrgica practicada a un transexual» no era procedente por rectificación administra-
tiva, sino que «requiere una sentencia judicial», sin embargo, posteriormente se pasó
a un trámite administrativo sustanciado por el encargado de Registro Civil (artículo 3
de la Ley 3/2007, reguladora de la rectificación registral de la mención relativa al sexo de
las personas). Hoy en día, la Ley 20/2011 del Registro Civil  ratificó la anterior fórmula
y por ello son inscribibles los cambios de sexo según «Rectificación de los asientos
por procedimiento registral» (artículos 4.4 y 91).
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es corregir un error de fondo o material, sino el sustanciar una modificación
permitida –o al menos no prohibida– y ello puede realizarse perfectamente
por medio del mecanismo que el legislador dispuesto para un asunto similar
como lo es el cambio de nombre propio, el que se remita a un trámite admi-
nistrativo de rectificación es un tema de economía procesal, pero bien puede
el legislador en un futuro crear un procedimiento particular271.

Como todo supuesto de modificación de un asiento del Registro Civil –recti-
ficación, cambio de nombre propio u otro– exige que se alegue y se pruebe
un motivo legítimo (artículo 147 Nº 3), aquí el solicitante deberá acreditar
que se ha sometido a un tratamiento de reasignación de género y que ello
obedeció a su condición de transexual272.
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271 Por su parte, DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 601, es de la
opinión que se está ante una modificación de «fondo» y por ello debería tramitarse a tra-
vés del procedimiento de rectificación judicial (artículo 149 de la Ley Orgánica de Regis-
tro Civil). Cfr. GÜITE ANDRADE, Tomás Enrique: El procedimiento de rectificación de
partidas y nuevos actos del estado civil. UCV. Trabajo especial de grado para optar al
título de especialista en Derecho Procesal. Caracas, 2011, pp. 44 y 45, «… dentro de
los supuestos de procedencia que dan lugar al procedimiento de rectificación de partidas
y nuevos actos del estado civil de las personas naturales, establecido en los artículos 768
al 774 del Código de Procedimiento Civil, se debe incluir el cambio de nombre por
cambio de sexo de la persona –problemática jurídica de la transexualidad–».

272 Sobre este punto la Ley 3/2007 española, citada supra, establece: «Artículo 4.- Requi-
sitos para acordar la rectificación. 1. La rectificación registral de la mención del sexo
se acordará una vez que la persona solicitante acredite: a. Que le ha sido diagnostica-
da disforia de género. La acreditación del cumplimiento de este requisito se realizará
mediante informe de médico o psicólogo clínico (…) y que deberá hacer referencia:
i. A la existencia de disonancia entre el sexo morfológico o género fisiológico inicial-
mente inscrito y la identidad de género sentida por el solicitante o sexo psicosocial,
así como la estabilidad y persistencia de esta disonancia. ii. A la ausencia de trastor-
nos de personalidad que pudieran influir, de forma determinante, en la existencia de
la disonancia reseñada en el punto anterior. b. Que ha sido tratada médicamente
durante al menos dos años para acomodar sus características físicas a las correspon-
dientes al sexo reclamado. La acreditación del cumplimiento de este requisito se efec-
tuará mediante informe del médico (…) 2. No será necesario para la concesión de la
rectificación registral de la mención del sexo de una persona que el tratamiento médico
haya incluido cirugía de reasignación sexual. Los tratamientos médicos a los que se
refiere la letra b. del apartado anterior no serán un requisito necesario para la concesión
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El registrador, verificados los anteriores extremos. fundamentará su decisión
en razón de los principios generales del Derecho, concretamente en el respeto
de la dignidad humana, libertad e igualdad, además de la reivindicación al
derecho a la identidad (artículo 2 Nº 1 de la Ley Orgánica de Registro Civil),
y al derecho «a obtener documentos públicos que comprueben su identidad»
y que los datos que estos contengan no «fuesen erróneos o afectasen ilegíti-
mamente sus derechos» discriminándolo en razón a su «sexo» (artículos 21
Nº 1, 28, y 56 de la Constitución), todo ello en atención a los principios sec-
toriales del Registro del Estado Civil de eficacia administrativa, igualdad 
y no discriminación, e interpretación y aplicación preferente (artículos 7, 14 y
15 de la Ley Orgánica de Registro Civil).

Es evidente que en el caso puntual examinado el negar a un individuo transe-
xual una solicitud de cambio de nombre propio y del dato de sexo en el acta
de nacimiento del Registro Civil a través de una nota marginal, si la modifi-
cación física-sexual ya se ha ejecutado sería desatender los principios más
elementales del ordenamiento jurídico y ello ocurriría únicamente en patro-
cinio de ideas prejuiciosas aunque se pretendan amparar en la seguridad
jurídica o la legalidad formal273.

de la rectificación registral cuando concurran razones de salud o edad que imposibiliten
su seguimiento y se aporte certificación médica de tal circunstancia».

273 En una decisión de la Cámara Nacional Civil de Buenos Aires (Sala E, 31-03-1989)
se conoció en segunda instancia de una solicitud de rectificación de sexo y nombre en
el acta de nacimiento en razón de transexualismo la cual fue negada; sin embargo, el
magistrado Mario CALATAYUD en su voto disidente señaló lo siguiente: «Es que, una
vez que el individuo ha logrado, previa operación, adecuar su anatomía con su sexo
psicológico, sin lugar a dudas debe ayudárselo a insertarse en la sociedad reconocien-
do legalmente su nuevo estatus, puesto que –reitero–, libre y voluntariamente ha ele-
gido el difícil e irreversible camino que lo llevó a armonizar su apariencia física con
su sentir interno. Lo contrario importaría tanto como marginarlo de la sociedad, ya sea
en el orden laboral como en la simple realización de cualquiera de los variados trámi-
tes burocráticos en los que se le exija la presentación de su documento de identidad,
situación en verdad injusta», vid. extracto de la decisión en: Derecho de Familia,
Revista Interdisciplinaria de Doctrina y Jurisprudencia. Nº 3. Abeledo-Perrot. Buenos
Aires, 1990, pp. 114 y ss.
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Como se ha expuesto a lo largo de este trabajo, la idea transformadora del
nuevo modelo de Registro del Estado Civil está en colocar énfasis en el ser
humano y en garantizar sus derechos a estar inscrito, a poseer datos de identi-
dad que en verdad lo identifiquen, a poder contar con instrumentos de prueba
sobre su estado civil que le permita actuar sin trabas en el mundo de relaciones
y así ejercer los derechos ciudadanos y políticos que le corresponda274.

Ciertamente, cuando se limitan tales facultades en un individuo obligándolo
a identificarse con un nombre propio y con un sexo que no se corresponde
con la esfinge que trasmite en su desarrollo social, se está actuando en con-
trasentido a lo que postulan derechos constitucionales que deben ser leídos de
forma progresiva y con énfasis en la tutela del ser humano275. Por ello si exis-
te un mecanismo que pueda perfectamente equipararse al caso particular del
transexual, ¿cuál es la razón para no aplicarlo?, como un desarrollo a los prin-
cipios generales del Derecho y de los derechos fundamentales enunciados,
por qué caer en un formalismo que desconoce la realidad actual y merma con
ello las reivindicaciones de los más vulnerables, que, en definitiva, son los
transexuales, porque se ha querido obligarlos a vivir una mentira solo en
razón de la negligencia del parlamento, del Consejo Nacional Electoral y del
Estado en general, que no desean asumir su responsabilidad con seriedad y
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274 Vid. TSJ/SC, sent. N° 1757, del 22-12-12, «… el derecho a la identidad biológica es
previo y fundamental para garantizar el derecho a la identidad legal, y el mismo
reviste gran importancia en la vida de una persona, pues el conocimiento que tenga un
individuo de este dato tan trascendental resulta esencial para su existencia, para su
desarrollo integral, para su vida en familia y en sociedad, por ello, no cabe duda que
constituye un derecho humano que ha sido establecido en los convenios de derechos
humanos y en la Constitución, de allí que el Estado esté obligado a través de sus
órganos administrativos y judiciales a garantizar de manera inmediata el ejercicio y
disfrute de este derecho», lo que expone el fallo refiriéndose a la filiación es plena-
mente compatible con la situación del transexual que aquí se analiza; vid. TSJ/SC,
sent. N° 901, del 27-06-12.

275 Al respecto LOIS ESTÉVEZ: ob. cit. (Proceso y forma…), p. 11, comenta: «En ciencia
jurídica la conducta injusta es conocida racionalmente aplicando el principio de no
contradicción. Cuando una acto humano contradice la esencia de su propia finalidad
es injusto, porque, al ser contradictorio consigo mismo, tiende a destruir o negar la
tendencia de su actividad».
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ciencia. Al final de cuenta, no se pide que se especule y que se fuercen las
cosas, sino que se reconozcan los hechos y se empleen las normas jurídicas
que protegen al individuo ante situaciones que agravian la esencia humana 
o decaen en actuaciones discriminatorias.

En otros términos, obligar a una persona a ser algo que no se adecua a lo que sien-
te y vive, es negar su naturaleza de hombre y con ello se afrenta la dignidad huma-
na. Exponer, sin justificación, a que un individuo explique por qué su nombre
legal no se corresponde con el sexo que se deduce de su personalidad, conducta o
apariencia es someterlo a condiciones que podrían originar discriminación, mar-
ginación o vulnerabilidad y que pueden devenir en maltrato o abuso que no
se justifican si se adoptan medidas positivas para prevenirlas o erradicarlas.

Por demás, fines prácticos abogan por una solución en este tema ya que el
negar la posibilidad de cambio, simplemente restringe la opción de que el Esta-
do maneje un registros de los ciudadanos transexuales, cuando su existencia
podría facilitar que se eviten fraudes en la identidad y daños a terceros, además
de contar con datos confiables que permitan diseñar políticas públicas dirigidas
a proteger a este sector vulnerable.

Ya para finalizar este punto, existe un elemento adicional que necesariamente
debe ponderarse en el decurso del trámite de modificación de nombre propio y
sexo, a través de una rectificación administrativa y es lo referido al derecho a la
intimidad. Efectivamente, este asunto puede estar relacionado con la intimidad,
es decir, con la protección de aquellos aspectos personales que el individuo man-
tiene de su vida en secreto o en absoluta reserva y que obviamente no se permite
su descubrimiento o difusión, ya que podría producirse un daño ilegítimo.

En el caso de una persona que se ha sometido a un tratamiento de cambio de
sexo y ahora desee su adecuación legal tiene todo el derecho constitucional
(artículo 60) a mantener tal situación en reserva del interés de los inescrupu-
losos, por tanto el Registro del Estado Civil debe garantizar dicho derecho276.

276 Como comenta LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 281,
«es necesario conciliar la publicidad del Registro con el derecho a la intimidad de las



Situaciones conflictivas en materia del Registro del Estado Civil… 

Ahora bien, se ha sostenido que en el Registro del Estado Civil rige el princi-
pio de publicidad (artículo 6 de la Ley Orgánica de Registro Civil), pero ade-
más se ha añadido que el mismo no es absoluto, ya que de hecho y de derecho
existen diversas limitaciones racionales y objetivas. Pues bien, una de ellas es
«garantizar el derecho a la privacidad e intimidad de cada persona», lo cual
ocurre, por ejemplo, cuando se reserva la información sobre la residencia
(artículo 59 eiusdem). Por tanto, la publicidad según la propia Ley Orgánica
de Registro Civil está limitada por lo que establece la Constitución, léase: por
el derecho a la privacidad e intimidad.

En el presente caso, debe operar igual restricción y, en consecuencia, el acta
mediante el cual se inscribe la rectificación del cambio de nombre de pila y sexo
debe estar limitada en su acceso y solo estar disponible para el propio sujeto
objeto de la inscripción y para las autoridades judiciales o administrativas que
la requieran en atención a sus competencias277. Sobre el acta de nacimiento
que se rectifique solo se emitirán certificaciones por medio de «extracto», 
es decir, incluirá únicamente los datos que no estén reservados, lo cual a tra-
vés de un archivo automatizado y digital es en extremo simple programarlo
para dicha posibilidad.

4.2. Determinación del orden de los apellidos

Las reglas jurídicas que rigen el establecimiento de los apellidos son de rela-
tiva novedad, fueron incorporadas con la reforma del Código Civil de 1982,
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personas. Mientras que el Registro se ha creado para hacer público su contenido, la
intimidad pretende mantener secreto aquello que es privado». Cfr. ARRIBAS ATIENZA

y CARCELLER FABREGAT: ob. cit. (Curso práctico…), p. 59, destacan entre las restric-
ciones a la publicidad formal «la rectificación de sexo».

277 La Ley 3/2007 española, citada supra, garantiza la intimidad sobre este aspecto al
indicar en su artículo 7, «No se dará publicidad sin autorización especial de la rectifi-
cación registral de la mención relativa al sexo de la persona», lo cual se encuentra en
perfecta concordancia con la Ley 20/2011 (artículos 11 literal e; y 83 literal c).
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antes de ello se aplicaba una costumbre jurídica278. Así, la reforma lo que rea-
lizó fue llenar un vacío de la ley, positivizando una norma consuetudinaria279.

Lamentablemente, las implicaciones jurídicas de los apellidos, corresponde a
esos temas que la doctrina patria no ha sabido atender con propiedad, exis-
tiendo solo referencias ligeras o genéricas sobre el asunto. Recuérdese que,
además de su vinculación con la identidad, los apellidos permiten exteriorizar
la filiación y ello tiene evidentes conexiones con otros institutos: herencia,
nacionalidad, incompatibilidades subjetivas, entre otros.

Entonces, de las normas del Código Civil se pueden extraer las pautas gene-
rales atinentes a la determinación de los apellidos, a saber:

i. El principio general es que los apellidos se originan de la filiación legal-
mente establecida. Sin embargo, se da una excepción en el caso de niño
abandonado donde se desconozcan los progenitores, supuesto en el cual
el funcionario del Registro le asignará dos apellidos (artículo 239, en
conexión con el artículo 91 de la Ley Orgánica de Registro Civil)280.

278 PLINER, Adolfo: El nombre de las personas. 2ª, Astrea de Alfredo y Ricardo Depalma.
Buenos Aires, 1989, p. 25, «No obstante la evidencia de ser el nombre de las personas
un hecho tan antiguo como el lenguaje mismo, o la civilización, su regulación por
normas jurídicas es un acontecimiento que pertenece a la historia contemporánea».
Por otra parte, nuestro sistema de «doble apellido» es una herencia colonial, que ade-
más es de larga tradición en España, como comenta LUCES GIL: ob. cit. (El nombre
civil…), p. 151. Vid. sobre el valor de la costumbre jurídica en el ordenamiento patrio:
VARELA CÁCERES, Edison Lucio: «Introducción a las fuentes del Derecho». En: Revista
Venezolana de Legislación y Jurisprudencia. Nº 7-II (homenaje al profesor José PEÑA

SOLÍS). Caracas, 2016, pp. 390 y ss.
279 Cfr. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 570, «La regulación

sistemática de las normas relativas a la determinación del apellido tuvo lugar en la
reforma del Código Civil de 1982, atendiendo a principios de igualdad entre los hijos».

280 Cfr. LUCES GIL: ob. cit. (El nombre civil…), pp. 152 y 153, «… la atribución inicial
de los apellidos se realiza ordinariamente en función de la filiación de la persona.
Solo excepcionalmente, cuando el sujeto carece de filiación conocida o cuando el status
de filiación no sea susceptible constatarse legalmente, la asignación del nombre indivi-
dual y de los apellidos se realiza en virtud de un acto especial de imposición adminis-
trativa, por el encargado del Registro Civil».
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ii. La conformación ideal de los apellidos son dos, uno por cada progenitor,
de allí que cuando el individuo solo posee la filiación de un solo padre, se
tiene el derecho a llevar los dos apellidos de su único progenitor legal y sí
por el contrario el progenitor posee un solo apellido, se tiene derecho 
a repetir ese único para formar dos apellidos (artículo 238)281.

iii. El orden de los apellidos es «El primer apellido del padre y el primer apellido
de la madre forman, en ese orden, los apellidos de los hijos» (artículo 235,
en concordancia con el artículo 502 de la Ley Orgánica para la Protección
de Niños, Niñas y Adolescentes para el caso de adopción).

iv. Sobre los apellidos existe un derecho a su «uso» para fines identificato-
rios que es distinto al derecho de poseerlos según la filiación. Lo que
implica que cuando existen diferencias entre el momento en que se deter-
mina una filiación con otra, se tiene derecho a los dos apellidos porque se
ha logrado establecer la filiación con ambos padres, pero también a conti-
nuar usando los apellidos iniciales282, ya que ello no perjudica los efectos
jurídicos producidos por la filiación (artículos 236 y 237)283.
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281 En todo caso, la intención de la norma es que no se deduzcan discriminaciones por
razón del origen o filiación. En otros ordenamientos, como, por ejemplo, Uruguay, su
Código de la Niñez y de la Adolescencia de 2004, establece para este caso: «Artículo
27.- Del nombre (…) 4. El hijo habido fuera del matrimonio inscripto por su madre
llevará los dos apellidos de ésta. Si la madre no tuviere segundo apellido el niño lle-
vará como primero el de su madre biológica seguido de uno de uso común…»; en
Ecuador se repiten el único apellido que tenga el progenitor según la Ley de Registro
Civil, Identificación y Cedulación de 1976 (artículo 80).

282 Por ello LUCES GIL: ob. cit. (El nombre civil…), pp. 158 y 159, apunta: «No es fre-
cuente que los interesados, que han venido usando durante años unos apellidos deter-
minados, por los que son conocidos y que figuran en toda su documentación, deseen
alterar»; por lo que en España los hijos «tardíamente reconocidos tienen el derecho de
conservar los apellidos que venían usando con anterioridad». Comenta DOMÍNGUEZ

GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 583, «el cambio es enteramente
discrecional; bien podría el sujeto continuar con sus apellidos originales y en modo
alguno ello afecta los derechos derivados de la filiación posteriormente declarada. Así
pues, el cambio de apellidos en tal caso es meramente potestativo».

283 Este uso se patentiza en el momento de tramitar el documento de identificación o cédula
de identidad, ya que es allí donde se escoge el apellido que se va a usar según las reglas
indicadas. La Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes altera la
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Ahora bien, en materia de orden de los apellidos se conoce un caso en el cual
se intentó un recurso de interpretación del artículo 235 del Código Civil, en
el cual la filiación se había establecido de forma dispar con la declaración de
nacimiento y el solicitante deseaba mantener el apellido materno como pri-
mer apellido y añadir como segundo el del padre que había reconocido la
filiación posteriormente. Empero, para nuestro pesar, la Sala de Casación
Social, que le correspondió conocer de dicho asunto, lo despacho en tres
páginas declarándolo inadmisible:

En el caso bajo estudio, además de no existir un procedimiento judicial
en el cual se pueda realizar la interpretación de una norma jurídica en
concreto, que es en principio una regla general de admisibilidad del
recurso propuesto, observa la Sala que no existe duda alguna con respec-
to a un precepto legal, pues, como señaló la recurrente, la disposición es
literalmente clara, no obstante, procura que se analice en armonía con
los dispositivos de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del
Adolescente ya señalados, ello, a los fines de que se le declare directa-
mente un derecho a su favor, posibilidad que escapa del objeto propio
del recurso de interpretación. En atención a los criterios expuestos, en
aplicación del artículo 42 ordinal 24 de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia, esta Sala considera que es inadmisible el recurso de
interpretación presentado284.

norma anterior, pues, en caso de adopción expone de forma diáfana: «… En caso de
adopción individual, el adoptado o adoptada debe llevar los apellidos del o de la adop-
tante», es decir, se expresa en términos categóricos (artículo 502), se opina que ello obe-
dece a que el legislador considera que así se puede fortalecer el nuevo vínculo familiar
y resultar más exitosa la adopción. Por otra parte, el ejercicio de estas facultades referi-
das al uso de apellidos distintos a los determinados por la filiación, tropieza con serios
obstáculos en los entes administrativos encargados de su tramitación, ya que en muchos
casos –pensamos que por desconocimiento– no se permite ejercer la facultad, sino que
viene impuesta por el funcionario.

284 TSJ/SCS, sent. N° 014, del 20-01-04. Cfr. Jurisprudencia Venezolana Ramírez 
& Garay. Tomo CCVIII. Caracas, 2004, p. 705.
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En realidad, lo que solicitaba el accionante era que se efectuará una interpreta-
ción sistemática de la norma del Código Civil con los artículos 78 constitucional
y 8, entre otros de la Ley Orgánica para la Protección de Niños, Niñas y Adoles-
centes, en relación con su caso en concreto y que la Sala ponderará la posición
sobre el derecho de escoger un orden distinto al establecido en el artículo 235
del Código Civil.

Ciertamente, si bien sobre el orden de los apellidos existe una tradición inve-
terada como se ha indicado, claramente tributaria de la cultura española285, la
verdad del asunto es que esa práctica también respondía a unos estereotipos que
en el presente resultan claramente anacrónicos. En efecto, el orden de los ape-
llidos que privilegia al paterno sobre el materno, está sustentado al menos en
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285 Tradición que es común en Latinoamérica –vid. en Cuba la Ley 51 de Registro del
Estado Civil de 1985 (artículo 45); Uruguay, el Código de la Niñez y de la Adolescen-
cia (artículo 27 Nº 1); Ecuador, la Ley de Registro Civil, Identificación y Cedulación
(artículo 78)–, salvo el caso de Brasil donde la práctica es inversa. En Argentina, la juris-
prudencia tenía como norma implícita el que el hijo llevara el apellido del padre y con la
Ley del Registro Provincial de las Personas de Buenos Aires de 1953, se reguló que el
hijo lleve el apellido del padre pudiendo la madre solicitar que, además, se comunique 
el suyo (artículo 74). En todo caso, PLINER: ob. cit. (El nombre de las personas), pp. 171
y ss. añade: «En nuestro país, como en España, Portugal y en las demás naciones de ori-
gen hispánico o portugués, la práctica de la agregación del apellido materno tiene honda
raigambre. En la Argentina es seguida no solamente por los descendientes de españoles
y portugueses, sino que se generalizó y adquirió la boga de una tradición nacional».
Actualmente, en Argentina, el Código Civil y Comercial de la Nación dispone: «Artículo
64.- Apellido de los hijos. El hijo matrimonial lleva el primer apellido de alguno de los
cónyuges; si no hubiere acuerdo se determina por sorteo realizado en el Registro del
Estado Civil y Capacidad de las Personas. A pedido de los padres, o del interesado con
edad y madurez suficiente, se puede agregar el apellido del otro. Todos los hijos de un
mismo matrimonio deben llevar el apellido y la integración compuesta que se hubiera
decidido para el primero de los hijos. El hijo extramatrimonial con un solo vínculo filial
lleva el apellido de ese progenitor. Si la filiación de ambos padres se determina simultá-
neamente, se aplica el primer párrafo de este artículo. Si la segunda filiación se determina
después, los padres acuerdan el orden; a falta de acuerdo, el juez dispone el orden de los
apellidos, según el interés superior del niño», vid. Código Civil y Comercial de la
Nación. Infojus. Buenos Aires, 2014, p. 14. DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre
capacidad…), p. 571, señala que en Portugal «la escogencia de los apellidos pertenece
a los padres y a falta de acuerdo decidirá el juez» (artículo 1875 del Código Civil).
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sus orígenes en la idea de la preponderancia en el orden familiar del varón
sobre la mujer; del esposo sobre la esposa; del padre sobre los hijos y tal enfo-
que hoy no tiene sentido, por lo que se ha ido paulatinamente desmontando
dicho paradigma en nuestro ordenamiento jurídico, para así dirigimos hacia
un modelo de igualdad y respeto reciproco entre las partes integrantes de las
relaciones familiares, con independencia del sexo de los sujetos286.

En otras latitudes se ha planteado con seriedad esta problemática y se ha con-
siderado que establecer un orden de prelación, como el de nuestro Código
Civil, es discriminatorio hacia la mujer287, ya que no existe ninguna razón
objetiva y racional para preferir al hombre sobre ella –lo que no quiere decir
que se niegue su germen histórico–, hecho que hoy en día obligaría a una
revisión y a proponer diversos mecanismos para solventar el problema288.

286 Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («La última sentencia de la Sala…»), pp. 250 y ss.
287 Así, por ejemplo, indica LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»),

p. 283, que con la reforma del modelo de Registro Civil español «se ha conseguido de
forma definitiva acabar con la histórica prevalencia del apellido paterno, prevalencia
que había sido calificada como contraria al artículo 14 de la Constitución Española».
En Italia, su Corte Constitucional–véase: sent. N° 286, del 08-11-16, que declaró
«inconstitucional» los artículos 237, 262 y 299 del Codice Civile; 72, c. 1°, del Decre-
to N° 1238, del 09-07-39; y 33 y 34 del Decreto N° 396, del 03-11-00, que regulaban
una preferencia en el apellido paterno y el uso de un solo apellido, http://www.corte-
costituzionale.it/actionSchedaPronuncia.do?anno=2016& numero=286–, declaró
«ilegítima la atribución automática del apellido paterno a los hijos nacidos de un
matrimonio», recuérdese que «El Código Civil italiano establece que ‘el hijo asume
el apellido del progenitor que le reconoce antes’ pero, en caso de que tal reconoci-
miento sea común por parte de ambos padres, el hijo recibe únicamente el apellido del
padre»; también tal sistema fue considerado «excesivamente rígido y discriminatorio
hacia las mujeres» en 2014 por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en caso
donde condenó a Italia por impedir a una pareja otorgar el apellido materno a su hija,
vid. ABC. Madrid, de 09-11-2016, http://www.abc.es/sociedad/abci-hijos-podran-lle-
var-apellido-materno-primer-lugar-italia-201611092044_noticia.html. Recientemen-
te se ha planteado la problemática en México –véase: Suprema Corte de Justicia de la
Nación, Primera Sala, amparo en revisión N° 208/2016, que declara la inconstitucio-
nalidad de la primera parte del artículo 58 del Código Civil del Distrito Federal,
https://www.scjn.gob.mx/Primera_Sala/.../AR-208-2016-160929.pdf–.

288 Vid. Ley 40/1999, de 5 de noviembre, sobre nombres y apellidos y orden de los mis-
mos, de España, que en su Exposición de motivo, indica: «Esta situación, que ya intentó
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El asunto fue bosquejado en Venezuela, concretamente al momento de preparar
la reforma del Código Civil de 1982, así el Anteproyecto de 1975 de CÁRDENAS

DE MARIANI, en su «Exposición de motivos», indicaba:

Las disposiciones del Anteproyecto consagran: (…) 2. Como quiera que
establecer el uso de los apellidos paternos y maternos conforme un orden
determinado equivale a establecer prioridades que pretenden eliminarse en
el espíritu y la letra del Anteproyecto, éste deja a la costumbre la determi-
nación del orden de los apellidos, así como al acuerdo entre los padres289.
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ser cambiada con ocasión de la modificación del Código Civil operada por la Ley
11/1981, de 13 de mayo, es la que se pretende modificar a la luz del principio de igual-
dad reconocido en nuestra Constitución y en atención a distintas decisiones de ámbito
internacional adoptadas sobre esta materia. Baste recordar, en este punto, que el
artículo 16 de la Convención de Naciones Unidades de 18 de diciembre de 1979 prevé
que los Estados signatarios tomen las medidas necesarias para hacer desaparecer toda
disposición sexista en el derecho del nombre (…) Es, por tanto, más justo y menos dis-
criminatorio para la mujer permitir que ya inicialmente puedan los padres de común
acuerdo decidir el orden de los apellidos de sus hijos, en el bien entendido de que su
decisión para el primer hijo habrá de valer también para los hijos futuros de igual
vínculo, lo cual no impide que, ante el no ejercicio de la opción posible, deba regir lo
dispuesto en la Ley». Recuerda LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las perso-
nas…»), p. 284, que, a tenor de la disposición, «esa opción ha de realizarse siempre
con carácter previo a la inscripción; si no se ejercita en su momento hay que inscribir
al nacido primero con el apellido del padre y a continuación con el de la madre». Como
antecedente, es oportuno observar que LATE DEL RÍO comentaba que en España en
1985 se había presentado un proyecto con similar pretensión el cual no prosperó, citado
en DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 572.

289 Vid. CÁRDENAS DE MARIANI, Libia: «Exposición de motivos del Anteproyecto de Ley
sobre la Igualdad de las Personas en cuanto al Matrimonio y la Familia». En: Ley de
reforma parcial del Código Civil (resúmenes y actas Comisión Técnica). Despacho 
de la Ministro de Estado para la Participación de la Mujer en el Desarrollo. Caracas,
1984, p. 62. Por su parte, el «Anteproyecto de Ley de Reforma a Algunas Instituciones
de la Familia» de 1974, permitía la elección del orden solo en el caso del reconocimien-
to: «El hijo toma el apellido del padre o de la madre que lo haya reconocido; si ha sido
reconocido por ambos podrá usar como primer apellido el materno o el paterno. Una vez
hecha la elección ésta es irrevocable», citado en: Código Civil de Venezuela artículos 214
al 226. UCV. Amarilis GARCÍA DE ASTORGA, relatora. Caracas, 1981, p. 368.
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Incluso, dentro del debate también se debe añadir la realidad de otros países
donde se reconoce, por ejemplo, la adopción conjunta por parejas afecta a su
mismo sexo, situación que implica que los hijos tengan dos madres o dos
padres y en tal escenario la regla de nuestro Código Civil no tendría ningún
sentido, a los efectos de determinar un orden. Problemática que hoy tendría
mayor virtualidad en razón del reconocimiento de las familias homoparentales
por la Sala Constitucional290.

Así las cosas, ante un planteamiento de alteración del orden de los apellidos
que establece el Código Civil, se cree adecuado que bajo la sana aplicación
del principio de igualdad se pueda solucionar el asunto en el sentido de que
dar preferencia a un sexo sobre otro a la hora de fijar un orden es un criterio
claramente discriminatorio.

DOMÍNGUEZ GUILLÉN se muestra conforme con esta tesis, la cual fundamenta
en la igualdad entre hombre y mujer. Sin embargo, expresa sus reservas a la
hora de su aplicación, ya que en caso de desacuerdo en el orden por parte de
los padres «Esto podría generar serias discusiones entre los progenitores que
irían en perjuicio del niño»291.

Ahora bien, se es de la opinión que, si bien las anteriores dudas son justificadas,
ellas no llegan a ser lo suficientemente sólidas para relajar la necesidad de
buscar una solución que privilegie la aplicación de un principio tan fundamen-
tal como es el de igualdad, más cuando el mismo representa al unísono una
facultad constitucional (artículo 21)292. Por ello debe escudriñarse un desenlace

290 Vid. TSJ/SC, sent. Nº 1187, citada supra, adolece de fallas conceptuales que en este
espacio no se pueden analizar como se merecen, lo que sí conviene comentar es que
de establecerse la filiación en relación con dos mujeres, como en efecto decidió el
fallo en cuestión, este no aclara cuál será el orden de los apellidos, en el caso concreto
debatido como corresponde a un asunto de Derecho Internacional Privado –que la
Sala parece desconocer– es probable que se siga el orden del documento extranjero.
Vid. VARELA CÁCERES: art. cit. («La última sentencia de la Sala…»), pp. 250 y ss.

291 DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 571.
292 LÓPEZ SÁNCHEZ: ob. cit. («Los derechos de las personas…»), p. 284, explica que, por

ejemplo, en Francia, se pone énfasis en el pacto de los padres; en Alemania, si los
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que sopese los intereses en pugna y acentúe la resolución en el máximo disfrute
de los derechos en discusión.

Así, la regla que debe aplicarse ante dicho escenario, se ubica en las normas que
regulan los atributos de la patria potestad (artículo 349 de la Ley Orgánica para
la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes)293, es decir, si al momento de
efectuar la declaración de nacimiento la filiación se establece simultáneamente
en relación con ambos progenitores, ellos, de mutuo acuerdo, decidirán el
orden de los apellidos, sustentado en el principio de libertad, ponderando: la
práctica previa; el interés superior del hijo; el objetivo de la institución que –se
recuerda– es facilitar la correcta identificación de la persona, y la preservación
del patrimonio cultural familiar a través de conservar de un determinado apellido
que de usarse en segundo lugar implicaría su perdida294.
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padres no tienen un apellido de casados tienen un plazo de un mes desde el nacimiento
para escoger el apellido del padre o de la madre a través de declaración ante el funcio-
nario pero en el supuesto «que no se pusieran de acuerdo se confiere a uno de ellos el
derecho a determinar el apellido, y si transcurre el plazo que se hubiera establecido
para ello sin que se haya ejercido tal derecho, el hijo recibirá como apellido el del padre 
a quien se le confirió el derecho de elección (§§ 1616 y 1617 del BGB)»; por su parte,
la regla española se ubica en el artículo 49 de la Ley 20/2011, «… Si la filiación está
determinada por ambas líneas, los progenitores acordarán el orden de transmisión de
su respectivo primer apellido, antes de la inscripción registral. En caso de desacuerdo
o cuando no se hayan hecho constar los apellidos en la solicitud de inscripción, el
Encargado del Registro Civil requerirá a los progenitores, o a quienes ostenten la repre-
sentación legal del menor, para que en el plazo máximo de tres días comuniquen el
orden de apellidos. Transcurrido dicho plazo sin comunicación expresa, el Encargado
acordará el orden de los apellidos atendiendo al interés superior del menor…».

293 Comenta DOMÍNGUEZ GUILLÉN: ob. cit. (Ensayos sobre capacidad…), p. 564, en el
caso del nombre propio «La designación la suelen hacer los padres porque aunque no
exista una indicación expresa, ello es un atributo de la patria potestad».

294 La Ley 40/1999 española, citada supra, reformaba el artículo 109 del Código Civil, a
los fines de que no solo se pudiera modificar el orden una vez alcanzada la mayoría
de edad, sino al momento de la inscripción en los siguientes términos: «La filiación
determina los apellidos con arreglo a lo dispuesto en la ley. Si la filiación está deter-
minada por ambas líneas, el padre y la madre de común acuerdo podrán decidir el
orden de transmisión de su respectivo primer apellido, antes de la inscripción regis-
tral. Si no se ejercita esta opción, regirá lo dispuesto en la ley. El orden de apellidos
inscrito para el mayor de los hijos regirá en las inscripciones de nacimiento posteriores
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Entonces, por ejemplo, los progenitores deben ponderar al momento de decidir
sobre el orden de los apellidos el que se siguió con el hijo primogénito de la
pareja. En cuanto al interés superior del hijo, es necesario tener en cuenta que
el orden según las palabras que compongan los apellidos no genere situaciones
que lo sometan a escarnio, que laceren su honor o reputación. También, pudiera
examinarse que la conformación del nombre propio con un determinado orden
resulta en extremo común en determinada localidad en que se habita y el uso
invertido de los apellidos coadyuvaría a la correcta individualización. Igual-
mente, el hecho de que uno de los apellidos sea poco común y además este aso-
ciado a unos antecedentes distinguidos y su postergación a un segundo plano
ocasionaría la pérdida del mismo en la familia al no poderse después comunicar
a las nuevas generaciones sería un elemento útil de analizar.

En el supuesto de que no se llegue a un acuerdo deberá recurrirse a una vía
externa a los padres y esa no puede ser otra que el funcionario del Registro
Civil. Justamente, aquí debe recordarse que estos asuntos ya no se tramitan por
vía judicial295, sino que ahora el registrador cuenta con las facultades y la peri-
cia para efectuar, las calificaciones, inscripciones y modificaciones de «forma»
sobre los asientos del Registro. Esta posición tiene un concreto soporte en el
principio de eficacia administrativa ya que postula una actuación simple, rápida
y eficaz; justamente, ello se consigue en el mismo trámite de inscripción donde
el registrador equilibrará los argumentos de los progenitores y procede a efec-
tuar el asiento según lo que dictamine más ajustado a las normas y principios
que rigen la institución y de existir alguna disconformidad con la decisión del
funcionario siempre existirá la posibilidad de la vía recursiva.

de sus hermanos del mismo vínculo. El hijo, al alcanzar la mayor edad, podrá solicitar
que se altere el orden de los apellidos»; también, reformaba el artículo 55 de la Ley
Registro Civil de 1957, quedando redactado así: «La filiación determina los apellidos.
En los supuestos de nacimiento con una sola filiación reconocida, ésta determina los
apellidos, pudiendo el progenitor que reconozca su condición de tal determinar, al
tiempo de la inscripción, el orden de los apellidos. El orden de los apellidos establecido
para la primera inscripción de nacimiento determina el orden para la inscripción de los
posteriores nacimientos con idéntica filiación. Alcanzada la mayoría de edad, se podrá
solicitar la alteración del orden de los apellidos…».

295 Téngase en cuenta que una de las características del modelo actual es la «intervención
activa del registrador», vid. supra.
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Recuérdese que al existir una exigencia legal a la inmediata inscripción en el
Registro Civil del nacimiento, ello no puede dilatarse en perjuicio del derecho
a la identidad y, por tal motivo, urge que el funcionario actué sumariamente296

y de forma veloz practique la anotación en el catastro civil.

4.3. Declaración de residencia y su trámite

Antes de introducirse en las diligencias para efectuar la declaración de la resi-
dencia, se debe precisar que esta materia representa una de las innovaciones
más interesantes que trae la Ley Orgánica de Registro Civil. Como se sabe, la
residencia forma parte de las sedes jurídicas que puede poseer el individuo297

y aunque tradicionalmente ella ha estado subordinada en importancia al domi-
cilio, hoy en día tal escenario comienza a variar en favor de la residencia.

De la lectura de la Ley Orgánica de Registro Civil se puede deducir una defini-
ción legal, según la cual la residencia se ubica en «el lugar donde habita de forma
permanente» una persona (artículo 139). Generalmente, se ha aceptado que esta
sede es más concreta y precisa –dada su naturaleza fáctica– que el domicilio.

La residencia recibe una regulación especial en la Ley Orgánica de Registro
Civil debido a que tal dato se ha considerado necesario para tener un adecua-
do padrón electoral y así a través del mismo se determine el centro de vota-
ción, de allí que la simple sugerencia de notificar los cambios de domicilio
contenida en el artículo 29 del Código Civil, se ve reforzada en el supuesto de
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296 Siguiendo a LOIS ESTÉVEZ: ob. cit. (Proceso y forma…), p. 46, el término sumario
«aquí no alude a brevedad (…) sino a la suma o conjunto de actuaciones».

297 La sede jurídica hace referencia al lugar donde se considera ubicada a la persona, tal
precisión no solamente facilita identificar al sujeto, al representar un aspecto dinámico
de la identidad –generales de ley–, sino que además puede condicionar determinadas
consecuencias jurídicas que han sido supeditadas por la ley o por la voluntad de los
particulares, a una delimitada circunscripción geográfica o lugar, como, por ejemplo,
la competencia territorial en material procesal. Vid. DOMÍNGUEZ GUILLÉN, María Can-
delaria: «La sede jurídica». En: Temas de Derecho Civil. Libro homenaje a Andrés
Aguilar Mawdsley. Vol. I. TSJ. Fernando PARRA ARANGUREN, editor. Caracas, 2004,
pp. 450 y ss.
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la residencia, siendo una verdadera obligación legal298. En palabras claras, la
inobservancia en notificar oportunamente la modificación de esta sede jurídica
origina una infracción administrativa sancionada con multa (artículo 141, en
conexión con el artículo 158 N° 7, ambos de la Ley Orgánica).

Más arriba se ha afirmado que existe una subsidiaridad de la residencia en
relación con el domicilio, pero hoy en día el legislador ha aumentado cuanti-
tativamente los efectos jurídicos que se atan a la residencia, así, por ejemplo,
para la Ley de Derecho Internacional Privado el concepto de domicilio corres-
ponde al lugar de residencia299; en otros asuntos, la competencia judicial no
viene precisada por el tradicional domicilio, sino por la residencia habitual, tal
es el caso de la competencia por el territorio de los tribunales de protección del
niño y del adolescente (artículo 453 de la Ley Orgánica para la Protección de
Niños, Niñas y Adolescentes). Lo anterior ha ocasionado que el legislador
señale incluso casos de residencia legal, es decir, supuestos donde la sede en
referencia no viene determinada por el lugar donde se habita permanentemente,
sino que es la Ley la que indica donde queda tal sitio (artículos 142 y 143 de la
Ley Orgánica de Registro Civil).

Ahora bien, aclarado lo anterior corresponde determinar si el trámite de
declaración de la residencia diseñado por el Consejo Nacional Electoral con-
cuerda con las normas jurídicas que rigen la figura, es decir, si se acopla a las
reglas y principios jurídicos que rigen la institución.

298 El antecedente de este deber se puede observar en la derogada Ley Orgánica del
Sufragio y Participación Política de 1997, artículo 100: «El elector tiene la obligación
de informar sus datos de residencia a la Oficina de Registro Electoral…».

299 Lo mismo se puede decir de los domicilios de elección que en la práctica aunque
cumple la función de un domicilio corresponde en muchos casos con el lugar de habi-
tación, es decir, están determinados por el sitio en donde habita permanentemente la
persona interesada. Cfr. TRUJILLO GUERRA: art. cit. («Reseña de legislación…»), 
pp. 106, «La incorporación de la declaración de residencia en el Registro Civil, aparte
de los fines electorales, guarda relación con una tendencia del legislador patrio de
hacer predominar este elemento sobre la figura tradicional de domicilio».
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En tal sentido, la Ley Orgánica de Registro Civil establece la obligación de
todos los ciudadanos de efectuar la declaración de su residencia ante la ofici-
na de Registro Civil (artículo 139), dicho deber se cumple a través de una
exposición o declaración de voluntad mediante la cual se informa al funcio-
nario receptor de cuál es el lugar donde la persona habita de forma permanen-
te300 y corresponde al registrador inscribir dichos datos en el Registro Civil
que es automatizado y electrónico, como se comentó supra.

Ahora bien, el Consejo Nacional Electoral en su página web, estableció un trá-
mite singular que se considera necesario juzgar según las reglas y principios
jurídicos que rigen la institución, a saber:

Para la solicitud de la «constancia de residencia» es obligatorio presentar
ante la oficina o unidad de Registro Civil, cédula de identidad –original y
fotocopia– del solicitante, tres ejemplares de la solicitud de constancia de
residencia emitidas por el sistema; y acompañarlas de uno de los docu-
mentos que se señalan a continuación: a. Original y fotocopia del Registro
de Información Fiscal (RIF), cuando el domicilio fiscal coincida con la
residencia declarada. b. Carta de residencia suscrita por la junta de condo-
minio, consejo comunal debidamente registrado o asociación de vecinos.
c. Original y fotocopia de recibo de pago correspondiente a un servicio,
emitido a nombre del solicitante –tales como electricidad, aseo, agua, gas,
telefonía móvil o fija, televisión por suscripción– con tres meses de vigen-
cia a la fecha de la solicitud; donde conste la residencia declarada. d. Cual-
quier otro documento público, autentico o privado que acredite la dirección
de residencia declarada por el solicitante301.

Adicionalmente, el procedimiento exige que se llene un formulario digital a
través de la página web y se imprima la planilla respectiva que genera el Sistema,
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300 LUCES GIL: ob. cit. (Derecho Registral…), p. 74, señala: «Cierto número de actos de esta-
do civil se constituyen mediante declaraciones de voluntad emitidas ante el Encargado
del Registro Civil, que actúa como fedatario de las mismas», por ejemplo, en el caso de
la vecindad civil.

301 Vid. http://www.cne.gob.ve/web/registro_civil/constancia_residencia.php.
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la cual será consignada con los requisitos exigidos en la oficina de Registro
Civil correspondiente y «Una vez validada la información y revisado que el
requisito consignado se corresponda con la dirección de residencia declarada»
se entregará por el funcionario la «constancia de residencia».

Sobre el trámite descrito se observan inmediatamente varios reparos, por cuan-
to si bien es cierto que es competencia del Consejo Nacional Electoral reglar
mediante resolución la emisión de los «certificados de residencia» (artículo
140 de la Ley Orgánica de Registro Civil), ello no puede efectuarse en con-
travención a disposiciones legales que restringen claramente las solicitudes
intempestivas de documentos por parte de la Administración, así por ejem-
plo la exigencia de consignación de copia de la cédula de identidad es ilegal
por contravenir expresamente la Ley de Simplificación de Trámites Admi-
nistrativos (artículo 19).

Incluso, la consignación de instrumentos que ratifique la declaración sobre la
residencia se juzga exorbitante, por cuanto en atención al principio general de
la buena fe al funcionario le es suficiente con la declaración pura y simple del
ciudadano que expresa el lugar en donde habita permanentemente (artículo
24 de la Ley de Simplificación de Trámites Administrativos).

De existir algún elemento que origine en la Administración una duda razona-
ble sobre la declaración de residencia, corresponde como mecanismo de con-
trol posterior –es decir después de inscrita la declaración– requerir las
pruebas sobre el elemento controvertido (artículo 34 eiusdem)302.

Por otra parte, el trámite examinado abre de suyo una instancia previa donde
se validada y se revisa la información para obtener el certificado, lo cual,
ciertamente, no está regulada en la Ley y es patentemente contraria a la Ley
de Simplificación de Trámites Administrativos que rige toda la actividad de
la Administración. En la práctica, tal trámite es un franco obstáculo para ejercer

302 En todo caso, de observar falsedad en la declaración, a través del control posterior, lo
que procede es la multa de cinco Unidades Tributarias (artículo 160 de la Ley Orgánica
de Registro Civil).
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un derecho fundamental y además poder cumplir con el deber de inscribir la
residencia, téngase presente que la omisión de declarar se sanciona con multa
que ronda entre 10 a 20 Unidades Tributarias (artículo 158 N° 7 de la Ley
Orgánica de Registro Civil).

En síntesis, el procedimiento es en extremo formalista por cuanto, si bien se
recurre a una plataforma electrónica, ella no se basta por sí misma y obliga 
a la persona a acudir a una sede para concretar el certificado, lo cual es contra-
rio al principio de la accesibilidad (artículo 9 eiusdem), así como al principio
in dubio pro homine303. Amén, que no establece los mecanismos necesarios
para garantizar la privacidad de los datos relacionados con la residencia
según lo exige la Ley Orgánica de Registro Civil (artículo 59).

En conclusión, debe efectuarse una revisión del trámite poniendo como ele-
mento medular en el análisis los principios de buena fe, eficacia administra-
tiva e interpretación y aplicación preferente y partiendo de allí simplificar
su organización para que el mismo no lesione derechos fundamentales de
los ciudadanos.

4.4. Número único de identidad

Inicialmente se aclaró que uno de los elementos del nuevo modelo de Regis-
tro Civil, era el ser unificado o centralizado, con énfasis en la persona. Para
consolidar dicho objetivo se incorporaron dos figuras claves: el «número úni-
co de identidad», y el «expediente civil único». Ciertamente, la idea del legis-
lador es que toda la información referente a una persona inscrita en el catastro
se ubique en su expediente personal y para facilitar su manejo se le asigna al
momento de la apertura del expediente un código particular. De allí que la
Ley Orgánica de Registro Civil hable de un principio de unicidad (artículo 10),
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303 Téngase en cuenta lo que afirma CASSAGNE: art. cit. («Los principios generales…»), 
p. 8, los principios «implican medios de protección tendientes a impedir las arbitrariedades
de los poderes públicos que suelen lamentablemente caracterizar el obrar del Estado»,
por ello «Los principios generales del Derecho operan también como límites al poder
reglamentario por parte de la Administración cuyo ejercicio debe ajustarse a ellos».
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aunque, como se advirtió, se es de la opinión que es más un carácter del nuevo
modelo de Registro Civil, que un principio sectorial.

En cuanto al número único, la Ley Orgánica de Registro Civil determina: 
«A toda persona inscrita en el Registro Civil se le asignará un código indivi-
dual denominado número único de identidad. Todos los medios de identifica-
ción reconocidos por el Estado venezolano adecuarán y contendrán el número
único de identidad» (artículo 57).

A raíz de lo indicado, la reforma de la Ley Orgánica de Identificación304

modifica diversas normas donde se reconoce al acta de nacimiento como un
documento identificatorio y al «número único de identidad» como un dato
que integra la identificación de las personas (artículos 3, 6). Sin embargo, no
altera o deroga el artículo 14 de la Ley objeto de reforma manteniendo en
consecuencia que el Ejecutivo nacional «… otorgará a cada cédula de identi-
dad que expida un número y se le asignará a cada persona de por vida. Dicho
número será inherente a la identificación de la persona titular del mismo».

Lo descrito representa en principio un problema operativo, ya que da a entender
que existen dos numeraciones distintas que por su naturaleza serían contradicto-
rias305, que además se asignarían por entes diferentes, lo que, a su vez, parece no
tener un sentido práctico. De hecho del texto de la Ley Orgánica de Identificación
(artículo 16) al referirse a los datos que contiene la cédula de identidad manifiesta
dicha dicotomía, a nuestro entender absurda: así el numeral 3 indica como dato:
«número único de identidad» y el numeral 8: «número que se le asigne».

Previo a esbozar una solución al relatado dilema debe ponderarse que la Ley
Orgánica de Registro Civil se ha planteado desde un inicio asegurar a través
de sus normas la correcta identificación de todas las personas (artículo 2).

304 Vid. Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6155 extraordinario,
del 19-11-14.

305 La paradoja se hace evidente si se parte que ambas numeraciones persiguen servir de
individualización, por lo que es suficiente con un solo código para alcanzar el objetivo
buscado y si además se califica de «único», no debería existir ningún otro.
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Lo cual es muy lógico en razón que el Registro Civil archiva diversos datos
que afectan la individualización del sujeto, incluyendo claro está el acta de
nacimiento que se considera un documento de identidad.

A su vez, hay que tener conciencia que cualquier pretensión tendiente a la cosi-
ficación del ser humano es en extremo peligrosa, ya que ello, obviamente,
podría afectar la dignidad del ser humano306. Por lo dicho, los fines utilitaristas
que pueda tener la Administración con la asignación de números individuali-
zadores no pueden llegar a tener más relevancia que el respeto y la debida
consideración al individuo como ser dotado de dignidad.

Entonces, se juzga que incorporar una doble numeración no posee ninguna
finalidad útil y por el contrario choca con el principio de dignidad al preten-
der hacer del ser humano un elemento codificado, cuando para su individua-
lización es suficiente recurrir al nombre civil y a una sola numeración. A su
vez, la duplicidad contradice el principio de eficacia administrativa al hacer
de la cédula de identidad un instrumento complejo que incorpora datos inne-
cesarios. Por tanto, se concluye, no tiene ningún sentido la duplicidad de dígi-
tos personales por lo que necesariamente deben tratarse de homologar y ser
asignados por una sola autoridad307.
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306 LUCES GIL: ob. cit. (El nombre civil…), p. 19, «Es indudable que la asignación de un núme-
ro inmutable de identidad a cada ciudadano –con absoluta eficacia individualizadora–
puede ser de gran utilidad en la esfera administrativa oficial. Pero la individualización
humana a través de un número, por eficaz y útil que sea, no deja de parecernos masificado-
ra y poco grata. El número personal de identidad tan solo es tolerable como instrumento
complementario de individualización, pero no puede sustituir al nombre».

307 Vale la pena advertir que para evitar estas situaciones algunos ordenamientos forá-
neos asignan estas actividades de Registro Civil e identificación en un mismo ente y
así se garantiza la total sincronía. Según comenta GONZÁLEZ LOBATO: ob. cit. (Regis-
tro electoral…), pp. 144 y 154, ello ocurre en países como Colombia, Costa Rica y
Panamá; también señala que en Hondura existe «igualdad del número de inscripción
de nacimiento o naturalización con el de la tarjeta de identidad, garantizando así,
información confiable».
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Ahora bien, para efectuar este proceso técnico de unificación se debe ponde-
rar el causar la menor cantidad de molestias al ciudadano y evitar alterar
datos que ya el individuo ha adquirido como parte de su personalidad, al con-
figurar sus generales de ley.

Efectivamente, los anteriores propósitos se obtienen cuando se mantiene la
estructura de la numeración que data desde la emisión de la primera cédula
de identidad en el año de 1942, pero la facultad de efectuar la asignación se
le debe transferir con exclusividad a los órganos del Registro del Estado
Civil, pues son los órganos de gestión del Sistema Nacional de Registro Civil
los que intervienen inicialmente cuando se crea el expediente civil único
(artículo 55 de la Ley Orgánica de Registro Civil) y el número del referido
expediente sería el que posteriormente al momento de tramitar la cédula de
identidad se reproduciría.

En otras palabras, el número único de identidad que se asigne con el expe-
diente –según la combinación que actualmente se sigue para el tradicional
número de cédula– se va a reproducir en todos los documentos de identidad,
incluyendo el acta de nacimiento y la cédula de identidad, sin que exista nece-
sidad de añadir otro tipo de numeración personal con fines identificatorios.

Al mismo tiempo, fines económicos abonan por la solución antes propuesta
ya que si para obtener un documento de identidad como la cédula se exige
que previamente se realice la inscripción de un acto de inicio del expediente
civil único, como lo sería el acta de nacimiento, carta de naturaleza, certifi-
cado de naturalización o declaración de residencia permanente para los
extranjeros, con la unificación se alcanzarían tres objetivos útiles: primero,
que el catastro fuera completo al garantizar que los sujetos informaran al
Registro Civil sobre aquellos hechos que deben ser registrados para obtener
la cédula de identidad; segundo, la oficina administrativa no requeriría solicitar
comprobantes sobre el hecho que motiva la expedición del documento308,

308 Situación que actualmente ocurre, véase: artículos 17 y 21 de la Ley Orgánica de
Identificación. Cfr. PITA MERCÉ, Rodrigo: «La figura del encargado del Registro Civil
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porque los mismos se encontrarían archivados en el Registro Estado Civil y
el funcionario podría consultarlo vía electrónica; tercero, se evitaría la repe-
tición de asientos y los comunes errores materiales ya que se tomaría como
datos los exclusivamente inscritos en el catastro, superando los inconvenien-
tes actuales donde se observan casos en los que el Registro Civil indica unos
datos y en la cédula de identidad otros distintos, situación que requeriría
posteriores correcciones.

en su aspecto de jurista». En: Boletín del Ministerio de Justicia. Nº 543. Madrid,
1963, p. 9, «El Documento Nacional de Identidad debe tener por su base en el folio de
nacimiento (…) ya que ahora son frecuentes discordancias entre el contenido registral
y el del Documento Nacional de Identidad, que habría que evitar».


